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instruidas las mismas, los recibos acreditativos del pago
de las rentas correspondientes a los meses de febrero,
marzo, abril y mayo de dicho año, rentas cuya aportación
se tuvo por justificada por diligencia de ordenación pos­
terior-de junio de 1990-. Así pues, tal pago no fue cues­
tionado en ningún momento del procedimiento, ni por
el Tribunal ad quem, ni tampoco por la contraparte en
el pleito que no puso objeción ninguna a la referida dili­
gencia de ordenación cuando ésta le fue notificada, ni
tampoco a la siguiente diligencia -del mes de septiem­
bre- que ordenó unir a las actuaciones los recibos
correspondientes al pago de las rentas de los meses de
junio, julio y agosto que también fueron aportados por
los apelantes.

Lo anterior pone claramente en evidencia que el defec­
tuoso cumplimiento por parte de los recurrentes de lo pre­
ceptuado en el arto 148.2 L.A.U. fue involuntario y no mali­
cioso, o dicho de otro modo, que la desestimación de la
apelación por la Sentencia de la Audiencia Provincial
impugnada na fue debida a falta de pago de las rentas ven­
cidas en el momento de interponer el recurso, sino que
tuvo su base en la falta de acreditación de dicho pago en
ese preciso momento, lo cual se reconoce en la misma
resolución judicial de apelación, en su fundamento jurídico
primero.

Tal ausencia de acreditación, conforme a la doctrina
expuesta en el fundamento jurídico anterior, era suscep­
tible de subsanación, y además fue subsanada de motu
propio, y sin que lo exigiera el órgano judicial. por los mis­
mos recurrentes. Así pues, la decisión de la Audiencia Pro­
vincial de declarar la nulidad de todas las actuaciones,
desierto el recurso de apelación interpuesto y firme la Sen­
tencia de instancia porque al acreditar los apelantes la
satisfacción de las rentas vencidas con posterioridad a la
fecha exacta de la interposición de la apelación -en fase
de instrucción de tal recurso-, no habían cumplido .<Iite­
ralmente» can el requisito del art. 148.2 L.A.U., responde
a una interpretación excesivamente formalista y rigurosa
de dicho precepto de la Ley de Arrendamientos Urbanos
y no, a la luz de la Constitución, favorable al ejercicio del
mencionado derecho fundamental en su vertiente de acce­
so al sistema de recursos y, concretamente, al recurso de
apelación.

La decisión adoptada por el Tribunal ad quem ha impe­
dido un pronunciamiento de fondo sobre la pretensión
deducida por los recurrentes en segunda instancia, por lo
que procede, en consecuencia, dictar Sentencia estima­
toria del recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado por don Luis Marco Frías,
don Alejandro Marco Sáez y doña María Eugenia Lazca­
notegui Cerezo y, en su virtud

1.° Reconocer el derecho de los recurrentes a la tute­
la judicial efectiva.

2.° Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sección
Segunda de la Audiencia Provincial de San Sebastián de
28 de enero de 1991 dictada en rollo núm. 161/1990.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento procesal
inmediatamente anterior al pronunciamiento de la citada
Sentencia a fin de que el órgano judicial tenga por sub­
sanado el defecto y dicte Sentencia en el recurso de ape­
lación formulado contra la dictada por el Juzgado de Pri­
mera Instancia núm. 4 de San Sebastián.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiocho de junio de mil novecien­
tos novente y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer, Fernando Garda Mon y González-Regueral. Car­
Ias de la Vega Benayas, Vicente Gimeno Sendra, Rafael
de Mendizábal Allende, Pedro Cruz Villalón.-Firmado y
rubricado.

20104 Sala Primera. Sentencia 215/1993, de 28 de
junio de 1993. Recurso de amparo 544/1993.
Contra Sentencias del Juzgado de lo Penal de
Zamora V de la Audiencia Provincial de la mis­
ma ciudad, condenatorias del recurrente, que
venía ejerciendo la actividad de intermediario
inmobiliario, como autor de un delito de intru­
sismo. Vulneración del principio de legalidad
penal: aplicación extensiva del tipo definido en
el art. 321. 1 del Código Penal.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presi­
dente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno Sen­
dra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
Villa Ión, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 544/93, promovido por
don Sergio Dámaso del Pino, representado por el Procu­
rador de los Tribunales don Guillermo Garda San Miguel
y asistido por el Letrado don Juan M. Barba Palao, contra
la Sentencia dictada can fecha 21 de septiembre de 1992
por el Juzgado de lo Penal de Zamora en el procedimiento
abreviado 167/92 del Juzgado de Instrucción núm. 4 de
Zamora, y contra la Sentencia dictada en el recurso de ape­
lación por la Audiencia Provincial de dicha ciudad de fecha
30 de enero de 1993. Ha sido parte el Colegio Oficial de
Agentes de la Propiedad Inmobiliaria de Zamora, represen­
tado por el Procurador de los Tribunales don Santos de
Gandarillas Carmona y asistido por el Letrado don Jorge
Jordana de Pozas, y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente
el Presidente don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer,
quien expresa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. Don Guillermo Garda San Miguel. Procurador de
los Tribunales y de don Sergio Dámaso del Pino, interpone
recurso de amparo contra la Sentencia dictada por la
Audiencia Provincial de Zamor" de fecha 30 de enero de
1993, que desestima el recurso de apelación planteado
por el actor contra la dictada por el Juzgado de lo Penal
de la misma ciudad que lo condenó por un delito de usur­
pación de funciones en procedimiento abreviado
núm. 167/92.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante­
cedentes de hecho:

a) En el procedimiento penal abreviado
núm. 167/92 seguido en virtud de querella interpuesta
por el Colegio de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria cOn­
tra el recurrente, el Juzgado de lo Penal de Zamora pro­
nunció Sentencia que condenó a éste como autor de Un
delito de usurpación de funciones o intrusismo del arto 321
del Código Penal a una pena de seis meses y un día de
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prisión menor, accesorias y cos1as. Dicha Sen1encia con­
sideraba probado que el acusado se dedicaba, en agencia
abierta al público, a actividades de interrnediación lucra­
tiva en el mercado inmobiliario careCiendo del título de
Agente de la Propiedad Inmobiliaria.

b) El actor interpuso recurso de apelación contra la
Sentencia mencionada, en el que planteaba la necesidad
de suspender el procedimiento al objeto de que se admi­
tiese el planteamiento de cuestión prejudicial comunitaria
ante el Tribunal de Justicia de la CEE., así como la falta
de tipificación de los hechos. encajados en el art 321 del
Código Penal. por no exigir el ejercicio de la profesión de
A.P.1. título universitario.

c) El recurso fue desestimado por la Audiencia Pro­
vincial de Zamora con apoyo en que. siendo de naciona­
lidad española la persona a la que se imputaba el hecho
delictivo, no podía invocar ni acogerse a la directiva 67/43
de la CEE., y en que, según numerosa jurisprudencia del
Tribunal Supremo, las funciones de Agente de la Propie­
dad Inmobiliaria no pueden quedar al margen de la pro­
tección jurídico penal.

3. La representación del recurrente considera que las
Sentencias recurridas han vulnerado, en primer lugar, su
derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido en el
art. 24.1 CE, al haberse negado tanto el órgano judicial de
instancia como el de apelación a plantear ante el Tribunal
de Justicia de las Comunidades Europeas, de conformidad
con lo dispuesto en el art. 177 del TCEE, una cuestión pre­
Judicial acerca de la compatibilidad del Real Decreto
1464/1988, de 2 de diciembre, en el que se atribuye la
exclusividad de las actividades en el sector inmobiliario a
los Agentes de la Propiedad Inmobiliaria y a los Adminis­
tradores de Fincas con lo dispuesto en el art. 3 de la Directiva
del Consejo 67/43/CEE de 12 de enero, relativa a la rea­
lización de la libertad de establecimiento y de la libre pres­
tación de servicios para las actividades no asalariadas inclui­
das en el sector de los negocios inmobiliarios.

Dicha omisión de planteamiento de la citada cuestión
habría infringido igualmente el derecho a la utilización de
los medios de prueba pertinentes, consagrado en el
art. 24.2 CE, por cuanto la respuesta que a la misma
pudiera ofrecer el TJCE resultaba determinante para el
enjuiciamiento penal de la conducta atribuida al re­
currente.

Finalmente, por lo que se refiere a la pretendida vul­
neración del principio de legalidad penal. se alega en la
demanda que el recurrente ha sido condenado en virtud
de una interpretación extensiva del. art. 321.1 del Código
Penal que resulta prohibida en virtud de las exigencias deri­
vadas de dicho principio, elevado por el art. 25.1 al rango
de derecho subjetivo protegible en vía de amparo.

En consecuencia, el recurrente pide a este Tribunal que
anule las Sentencias impugnadas y que, entretanto, acuer­
de suspender la ejecución de las mismas.

4. Por providencia de 29 de marzo de 1993 la Sec­
ción Primera acordó admitir a trámite la presentedemanda
de amparo, dirigir atentas comunicaciones a la Audiencia
Provincial de Zamora y al Juzgado de lo Penal de dicha
ciudad, a fin de que, en plazo de diez días remitan certi­
ficación de las actuaciones correspondientes en el rollo
60/92 y procedimiento abreviado núm. 167/92. respec­
tivamente, debiendo previamente emplazarse, para que en
el plazo de diez días puedan comparecer, si lo desean en
el recurso de amparo y defender sus derechos, a quienes
hubieran sido parte en el procedimiento, excepto el
recurrente en amparo, así como formar la corrrespondien­
te pieza separada de suspensión.

5. Por providencia de 17 de mayo de 1993, la Sec­
ción Primera acordó tener por personado y parte al Pro­
curador don Santos de Gandarillas Carmona en nombre

y representación del Colegio Oficial de Agentes de la Pro­
piedad Inmobiliaria de Zamora, así como a tenor del art. 52
de la LOTC, dar vista de todas las actuaciones del presente
recurso de amparo por un plazo común de veinte días. al
Ministerio Fiscal y a los Procuradores señores Garela San·
Miguel y Gandarillas CarOlOna, para que dentro de dicho
término puedan presentar las alegaciones que a su dere­
cho convenga.

6. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 2
de abril de 1993, la representación del recurrente seña­
laba que, de no acordarse la suspensión solicitada, al
amparo. caso de concederse, habría perdido su finalidad
ya que. dada la mínima duración de la pena impuesta, es
de suponer que su cumplimiento habría tenido ya.lugar
antes de finalizar la tramitación del presen1e recurso. Por
su parte, el Ministerio Fiscal, en escrito registrado en este
Tribunal el 5 de abril de 1993, estimaba que procedía con­
ceder la suspensión solicitada pues, de lo contrario, el cum­
plimiento de una pena de tan corta duración ciertamente
convertiría al amparo, caso de concederse, en ineficaz.

7. Con fecha de 19 de abril de 1993. la Sala. en la
pieza de suspensión sustanciada, dictó Auto por el que
acordaba suspender la ejecución de la pena privativa de
libertad y de las accesorias impuestas al recurrente por la
Sentencia del Juzgado de lo Penal de Zamora.

8. Mediante escrito de alegaciones de fecha 27 de
mayo de 1993, el Procurador de los Tribunales don Gui­
llermo Garela San Miguel, en nombre y representación de
don Sergio Dámaso del Pino, manifiesta que se ha solici­
tado el amparo por infracción del principio de legalidad
en el orden sancionado, que establece el art. 25.1 de la
Constitución Española, por las razones expuestas en el fun­
damento 1. 1 de la demanda de amparo, fundamentalmen­
te coincidentes con la doctrina establecida por el Pleno
del Tribunal Constitucional en asuntos idénticos al presen­
te en STC 111/1993.

9. Mediante escrito registrado en este Tribunal el dia
3 de junio de 1993, el Ministerio Fiscal indica que en el
presente recurso de amparo se debaten iguales pretensio­
nes que las resueltas por este Tribunal Constitucional en
sus SSTC 111/1993 y 131/1993 a 140/1993, cuyos
fundamentos jurídicos reproduce, por lo que interesa se
dicte sentencia otorgando el amparo.

La representación del Colegio de Agentes de la Pro­
piedad Inmobiliaria de Zamora, no ha formulado alega­
ciones.

10. Por providencia de 24 de junio de 1993, se acor­
dó señalar para deliberación y votación de esta Sentencia
el día 28 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

UNICO. De las diversas vulneraciones de derechos fun­
damentales invocadas en el presente recurso de amparo
procede examinar, en primer lugar. la relativa a la preten­
dida infracción del principio de legalidad penal por parte
de las Sentencias impugnadas, por haber condenado al
recurrente en virtud de una interpretación extensiva del
término «título», utilizado por el art. 321.1 C.P.. que resulta
incompatible con las exigencias derivadas del derecho
contenido en el art. 25.1 CE Pues de estimarse que ese
derecho ha sido en efecto vulnerado, la consiguiente con­
cesión del amparo por este motivo haría innecesaria la con­
sideración de los restantes derechos fundamentales cuya
violación se alega en la demanda.

El Pleno de este Tribunal ha declarado recientemente,
en su STC 111/1993, pronunciada en un recurso de ampa­
ra cuyos presupuestos y motivos coincidían sustancialmente
con los expuestos en el asunto que ahora nos toca decidir,
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que la subsunción en el arto 321.1 del Código Penal de la
conducta consistente en ejercer actos propios de la profe­
sión de Agente de la Propiedad Inmobiliaria sin poseer el
correspondiente título oficial obedece a una interpretación
extensiva de dicho precepto que resulta incompatible con
las exigencias dimanantes del principio de legalidad penal.
consagrado en el arto 25.1 C.E.• en virtud de las cuales el
«título» al que dicha norma se refiere ha de identificarse con
un «título académico». Por consiguiente. no presentando tal
condición el título requerido para ejercer la profesión de
Agente de la Propiedad Inmobiliaria. no puede calificarse de
delito de intrusismo la conducta de quien realizare los actos
propios de dicha profesión careciendo de la capacitación of~

cial que para ello se requiere.
Debe. por ello.concluirse que. al condenar al recurren­

te como autor del delito tipificado en el ar!. 321.1 C.P.. las
Sentencias impugnadas han llevado a cabo una interpre­
tación extensiva in malam partem del término «título» con­
tenido de dicho precepto que no es conforme a los prin­
cipios y valores constitucionales. Tal aplicación extensiva
no constituye una cuestión de mera legalidad ordinaria en
la que este Tribunal no podría entrar sin convertirse con
ello en una última instancia. sino que. por el contrario.
entra de lleno en el contenido constitucional del principio
de legalidad penal. lo que lleva a la estimación del presente
recurso de amparo por infracción del arto 25.1 C.E.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA
NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Sergio Dámaso
del Pino. y en su virtud:

1.0 Reconocer el derecho del recurrente a no ser con­
denado por un hecho que no constituya delito.

2.0 Declarar la nulidad de las Sentencias dictadas por
el Juzgado de lo Penal de Zamora. con fecha 21 de sep­
tiembre de 1992 (procedimiento abreviado
núm. 167/92). y por la Audiencia Provincial de esa misma
ciudad. con fecha de 30 de enero de 1993 (recurso
núm. 60/92).

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintiocho de junio de mil novecien­
tos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer. Fernando García-Mon y González Regueral. Car­
los de laVega Benayas. Vicente Gimeno Sendra. Rafael
de MendlZábal. Pedro Cruz Villalón.-Firmado y rubricado.

20105 Sala Segunda. Sentencia 216/1993. de 30 de
junio de 1993. Recurso de ampa­
ro 2.066/1990. Contra Sentencia de la Sala
Primera del Tribunal Supremo. declarando no
haber lugar al recurso extraordinario de revi­
sión contra la dictada por la Audiencia Territo­
rial de Cáceres estimatoria en apelación de la
Sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia núm. 1de Castuera. en autos de juicio
declarativo ordinario de menor cuantía. sobre
resarcimiento de daños y perjuicios. Extempo­
raneidad de la demanda de amparo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
p~esta por don Luis López Guerra. Presidente. don Eugenio
D,az Elmll. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José Gabal-

dón López. don Julio Diego González Campos y don Caries
Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.066/90. promovido
por don Emiliano Arias Guisado y don Pedro Arias Guisado.
representados por la Procuradora de los Tribunales doña
Florentina del Campo Jiménez y asistidos del Letrado don
Francisco Javier Alonso García. contra la Sentencia de la
Sala Primera del Tribunal Supremo de 4 de abril de 1990.
por la que se declara no haber lugar al recurso extraor­
dinario de revisión núm. 1.672/B8 promovido contra la
dictada por la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial
de Cáceres. de fecha 21 de junio de 1988. estimatoria del
recurso de apelación (rollo núm. 402/87) interpuesto con­
tra la Sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan­
cia núm. 1 de Castuera. de 15 de septiembre de 1987.
en .los autos del juicio declarativo ordinario de menor cuan­
tía núm. 60/87. sobre resarcimiento de daños y perjuicios.
Han sido parte el Ministerio Fiscal y don Manuel Calderón
Holguín. representado por el Procurador don Ramiro Rey­
nolds de Miguel y asistido del Letrado don Agustín García
Sanicolar. Ha sido Ponente el Magistrado don Eugenio
Díaz Eimil. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el6 deagos­
to de 1990. don Emiliano Arias Guisado y don Pedro Arias
Guisado. interpusieron recurso de amparo contra la Sen­
tencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo. de 4 de
abril de 1990. por la que se declara no haber lugar al recur­
so extraordinario de revisión núm. 1.672/88 promovido
contra la dictada por la Sala de lo Civil de la Audiencia Terri­
torial de Cáceres. de fecha 21 de junio de 1988. estima­
toria del recurso de apelación (rollo núm. 402/87) inter­
puesto contra la Sentencia dictada por el Juzgado de Pri­
mera Instancia núm. 1 de Castuera. de 15 de septiembre
de 1987. en los autos del juicio declarativo ordinario de
menor cuantía núm. 60/87. sobre resarcimiento de daños
y perjuicios. En dicho escrito se solicitaba la designación
de Abogado Procurador del turno de oficio.'

2. Mediante providencia de 24 de septiembre de
1990. la Sección Tercera de este Tribunal acordó poner
de manifiesto a los demandantes los requisitos procesales
exigidos para la interposición de un recurso de amparo y
para la obtención del beneficio de justicia gratuita. así
como concederles un plazo de diez días para remitir al Tri­
bunalla documentación y acreditaciones pertinentes.

3. Por escrito registrado el 25 de octubre de 1990. los
demandantes de amparo manifestaron considerar infringido
el arto 24 de la Constitución. dirigir su recurso contra las Sen­
tencias señaladas en el apartado 1.0 de estos antecedentes
y remitirse -en cuanto a la relación de los hechos que mot~

van su petición de amparo (y que se resumen en la. a su
juicio. incorrecta práctica de una prueba pericial en segunda
instancia)- a los textos de aquellas Sentencias. de las que
aportan la correspondiente copia.

4. Mediante providencia de 5 de noviembre de
1990. la Sección Tercera acordó librar comunicación al
Consejo General de la Abogacía y al Colegio de Procura­
dores de Madrid con el fin de que se procediera a designar
Letrado y Procurador del turno de oficio.

5. Por providencia de 20 de diciembre de 1990 se
tuvo por designados. como Procuradora. a doña Florentina


